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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Rivera Pérez 

 
Rivera Pérez, Jueza Ponente  
 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de agosto de 2024.  

  Comparecen ante nos Oriental Bank y otros (en adelante, 

Oriental) mediante el recurso de certiorari KLCE202400777, solicitando 

la revisión de la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el cual declaró no ha lugar 

la solicitud de sentencia sumaria instada por esta.  

En el recurso de certiorari KLCE202400779, comparece el señor 

Eugen E. Schnee Anghrn (en adelante, Sr. Schnee) para que revisemos 

la misma Resolución dictada por el TPI que declaró no ha lugar la 

solicitud de sentencia sumaria instada por Oriental, a los únicos 
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efectos de evaluar una determinación de hecho del foro primario en su 

Resolución. 

Examinados los escritos de las partes, así como los 

documentos que los acompañan y a la luz del derecho aplicable, 

resolvemos denegar la expedición de los recursos de certiorari 

KLCE202400777 y KLCE202400779. Veamos. 

-I- 

 El 27 de mayo de 2022, el Sr. Schnee presentó una Demanda 

sobre daños y perjuicios contra Oriental y demandados 

desconocidos. 1   En síntesis, adujo que en el 2015 otorgó un 

préstamo hipotecario con Scotiabank, fusionado con Oriental, cuyos 

pagos remitía puntualmente. No obstante, señaló que a finales de 

febrero de 2021, recibió una carta del Departamento de Cobros de 

Hipoteca de Oriental, mediante la cual se le notificó de un alegado 

atraso en sus pagos. Según el Sr. Schnee, la misiva no expresaba el 

motivo ni la fecha del atraso. Asimismo, sostuvo que recibió otras 

cartas durante los meses de marzo y abril de 2021 y mayo de 2022, 

las cuales notificaban deudas ascendentes a $1,472.72, $2,902.72 

y $3,276.08, respectivamente. De este modo, expresó que realizó sus 

pagos por la cantidad pactada originalmente de $1,267.00 y que sus 

gestiones para comunicarse con Oriental fueron infructuosas. 

Añadió, además, que no fue hasta mediados de abril de 2021 que 

recibió una nueva libreta de pago, efectiva a marzo de 2021, la cual 

consignaba un pago mensual de $1,430.00 pero no informaba la 

razón del aumento.  

Por otro lado, el Sr. Schnee expresó que advino en 

conocimiento a mediados del mes de febrero de 2021, que Oriental 

notificó a las agencias de crédito debido a los presuntos atrasos en 

su cuenta hipotecaria. Ante esto, el Sr. Schnee señaló que solicitó 

 
1 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 45-50. 
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su calificación de crédito y esta reflejaba un puntaje de 624, grado 

D, cuando su calificación anterior era de 859, grado B. Además, 

adujo que no fue hasta el mes de julio de 2021 que recibió una carta 

donde se le informó que la razón del aumento del pago mensual se 

debía a un aumento en las contribuciones de la propiedad (CRIM).  

Por todo lo anterior, el Sr. Schnee adujo que Oriental fue 

negligente al incumplir con la práctica bancaria de notificar 

mensualmente un estado (Statement D) de préstamos hipotecarios 

con el desglose de su pago y al omitir explicar de manera oportuna 

que el aumento en su pago hipotecario se debió a un alza en las 

contribuciones sobre la propiedad. Además, el Sr. Schnee 

puntualizó que Oriental incurrió en negligencia cuando, sin aviso 

previo, realizó una notificación a las agencias de crédito, lo cual 

provocó que su puntuación crediticia se viera afectada. Así, pues, 

solicitó una indemnización ascendente a $50,000.00 en concepto de 

daños y perjuicios y sufrimientos. 

Por su parte, el 22 de julio de 2022, Oriental presentó su 

Contestación a Demanda. 2  En esencia, negó las alegaciones 

presentadas en su contra y levantó sus defensas afirmativas. Así 

pues, arguyó que actuó en todo momento conforme a sus 

obligaciones y ejerciendo sus derechos. Igualmente, puntualizó que 

el reporte a las agencias de crédito se realizó conforme a los procesos 

y regulaciones existentes. Por tanto, solicitó al TPI que declarara No 

Ha Lugar la Demanda del caso de epígrafe.  

Luego de varios trámites procesales, el 23 de marzo de 2023, 

Oriental presentó una Moción de Sentencia Sumaria.3 Mediante esta, 

argumentó que no existía controversia en el caso de epígrafe toda 

vez que: le notificó al Sr. Schnee oportunamente todos los cambios 

relacionados al préstamo hipotecario; que se comunicó por 

 
2 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 51-55. 
3 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 56-99. 
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múltiples medios y en varias ocasiones con el Sr. Schnee para 

informarle de las deficiencias en los pagos; que el Sr. Schnee hizo 

caso omiso a las comunicaciones; y que, conforme a las 

reglamentaciones aplicables, reportó a las agencias de crédito el 

incumplimiento del Sr. Schnee. 

El 3 de mayo de 2023, el Sr. Schnee presentó su Oposición a 

Moción de Sentencia Sumaria. 4  En esta, señaló que existían 

controversias sustanciales de hechos esenciales y pertinentes que 

impedían disponer del caso por la vía sumaria. Expresó que existía 

controversia sobre: la fecha del aumento del pago de la hipoteca; si 

Oriental venía obligado a enviarle estados de cuenta mensuales del 

préstamo hipotecario al Sr. Schnee; los pagos que realizó el Sr. 

Schnee a su préstamo hipotecario; sobre la cantidad del atraso y; la 

fecha en que Oriental reportó el alegado atraso a las agencias de 

crédito. 

El 18 de mayo de 2023, Oriental presentó su Réplica a 

Oposición a Moción de Sentencia Sumaria.5 En esta, señaló que el Sr. 

Schnee no logró controvertir los hechos que propuso como 

incontrovertibles en su Moción de Sentencia Sumaria. 

Así las cosas, el 12 de julio de 2023, notificada al día 

siguiente, el TPI emitió una Resolución mediante la cual denegó 

resolver el pleito por la vía sumaria.6 El TPI esbozó los siguientes 

hechos medulares que consideró probados: 

1. El Sr. Schnee es una persona mayor de edad, casado 

con Noemi Falero bajo el régimen de separación de 
bienes y reside en San Juan, Puerto Rico. 
2. Oriental Bank es [una] corporación organizada y 

autorizada a hacer negocios en Puerto Rico conforme a 
las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 
radicada en San Juan, PR, 00918. 

3. El 30 de mayo de 2015, el Sr. Schnee otorgó una 
hipoteca a favor de Oriental Bank con el número treinta 

y uno (31) ante el notario público autorizado Lcdo. Ángel 
A. Colón Vázquez. 

 
4 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 200-208. 
5 Apéndice del recurso de certiorari KLCE20240077, págs. 313-319. 
6 Apéndice del recurso de certiorari KLCE20240077, págs. 322-331. 
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4. El 30 de mayo de 2021, el Sr. Schnee firmó el pagaré 
hipotecario, bajo el testimonio 23,289 ante el notario 

Ángel A. Colón Vázquez, a favor de Oriental Bank. 
5. La mencionada escritura se identifica como préstamo 

hipotecario con el número 60064791. 
6. Previo al 1 de marzo de 2021, el pago mensual del 
préstamo hipotecario era de 1,267.00. 

7. El 29 de enero de 2021, Oriental Bank envió una 
carta a la dirección del Sr. Schnee. En esta, el banco le 
indicó al Sr. Schnee que el Centro de Recaudación de 

Ingresos Municipales “CRIM” creó un suplemento de 
ampliación en el que habría un aumento por el valor 

tasado de su propiedad efectivo el segundo semestre 
2019-2020 en adelante.  
8. El 29 de enero de 2021, Oriental Bank le envió al Sr. 

Schnee una carta con el título: “Annual Escrow Account 
Disclosure Statement”. En esta, el banco le notificó al Sr. 

Schnee que, por motivo de la deficiencia en su cuenta, 
su pago mensual aumentaría a $1,430.00. Efectivo el 1 
de marzo de 2021.  

9. El préstamo hipotecario sufrió un aumento de 
$163.00, cambiando su mensualidad a [$]1,430.00.  

10. El aumento en el pago del préstamo hipotecario fue 
efectivo el 1 de marzo de 2021.  
11. El 9 de marzo de 2021, Oriental Bank le envió la 

libreta de pago al Sr. Schnee.  
12. El 21 de abril de 2021, Transunion expidió un 

informe de crédito a solicitud del Sr. Schnee, en el que 
se refleja que, para el 31 de marzo de 2021, existía una 
mora de 30 días en la cuenta hipotecaria del Sr. Schnee 

con Oriental Bank por 1,472.00. Esta cantidad 
adeudada se debía a un pago programado por 1,430.00 
que se debió efectuar, según Transunion, en febrero de 

2021.  
13. El término que se estipula en el reglamento interno 

de Oriental Bank para reportar a las agencias de crédito 
los pagos morosos es de treinta (30) días.  
14. Una vez Oriental Bank envió la libreta de pago y el 

Sr. Schnee la recibió, el banco no tenía obligación de 
enviar estados de cuenta periódicos con el ajuste del 

nuevo pago mensual adeudado. 
 

De igual modo, el TPI encontró que los siguientes hechos 

estaban en controversia. 

1. Si Oriental Bank cumplió o no con el término 
estipulado en su política interna de reportar a las 

agencias crediticias las incidencias en los pagos 
morosos en los préstamos hipotecarios al haber referido 
los pagos del Sr. Schnee a las agencias de crédito previo 

al 1 de marzo de 2021.  
2. Si al Oriental Bank cumplir o no con su política 
interna ocasionó algún daño en el crédito del Sr. 

Schnee, incluyendo cierres de cuentas de crédito y 
denegatorias de nuevas líneas de crédito. 

3. Si el Sr. Schnee incurrió en algún grado de 
negligencia al haber continuado pagando su préstamo 
hipotecario durante los meses posteriores a marzo de 

2021 por la mensualidad pautada luego de haber 
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recibido [una] libreta de pagos nueva, en la que se 
reflejaba el aumento del préstamo hipotecario. 

 

En consecuencia, el TPI declaró No Ha Lugar la Moción de 

Sentencia Sumaria presentada por Oriental. En esa ocasión, el TPI 

razonó que toda vez que existían hechos materiales en controversia, 

no procedía disponer del caso de forma sumaria. A su vez, el TPI 

subrayó que en el caso prevalecían elementos subjetivos, de 

intención, propósitos mentales, de negligencia, o de credibilidad que 

hacían inadecuado dictar sentencia sumaria.  

Posteriormente, el 14 de septiembre de 2023 y con la anuencia 

del TPI, Oriental presentó una segunda Moción de Sentencia Sumaria 

en su modalidad de insuficiencia de la prueba, en la que solicitó la 

desestimación con perjuicio de la Demanda.7 En síntesis, arguyó 

que el Sr. Schnee carecía de prueba para demostrar los elementos 

de acción del estatuto federal que ocupa el campo, Fair Credit 

Reporting Act, infra, ni los de la legislación estatal, Ley núm. 364 de 

2 de septiembre de 2000, Ley de Agencias de Informes de Crédito, 

infra. Así pues, Oriental adujo que, culminado el descubrimiento de 

prueba, el Sr. Schnee adolecía de evidencia para probar los 

elementos de información falsa proporcionada con malicia o 

intención deliberada de hacerle daño, establecidos en la legislación 

federal. 

A la referida Moción de Sentencia Sumaria se opuso el Sr. 

Schnee el 16 de octubre de 2023 mediante la presentación de su 

Oposición a Segunda Moción de Sentencia Sumaria.8 De este modo, 

el Sr. Schnee subrayó que existía controversia sobre si Oriental 

cumplió con su política interna de reportar los alegados atrasos del 

préstamo hipotecario a las agencias crediticias, la cual era la 

 
7 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 354-364. 
8 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 474-479. 
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controversia principal del caso de epígrafe e impedía que el TPI 

dispusiera del caso mediante sentencia sumaria.  

 Luego de ponderar la posición de ambas partes, el TPI declaró 

No Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria.9 Inconforme con dicha 

determinación, Oriental acudió mediante recurso de certiorari ante 

este Tribunal de Apelaciones en el caso KLCE202301337. En dicho 

recurso, Oriental le imputó al TPI haber incidido: al pasar por alto 

que el Fair Credit Reporting Act, infra, ocupa el campo; al negarse a 

dictar sentencia sumaria por insuficiencia de prueba; y al no ceñirse 

al mandato de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil al no 

pormenorizar los hechos sobre los cuales no había controversia y los 

que permanecían en disputa.  

 El 12 de diciembre de 2023 dictamos Sentencia en el caso 

KLCE202301337 en la que expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la Orden impugnada.10 En esa ocasión resolvimos que el 

TPI se alejó de lo establecido por la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil, por lo que devolvimos el caso al foro primario para que ajustara 

su dictamen con dicha norma procesal.  

En cumplimiento con nuestro mandato, el TPI emitió una 

Resolución el 2 de mayo de 2024, notificada al siguiente día, en 

donde declaró No Ha Lugar la Moción de Sentencia Sumaria 

presentada por Oriental.11  El TPI encontró probados los siguientes 

hechos medulares: 

1. El Sr. Schnee es mayor de edad, es vecino de San 

Juan, Puerto Rico y está casado con Noemi Falero bajo 
el régimen de separación de bienes. 

2. Oriental Bank es una institución financiera 
autorizada a hacer negocios en Puerto Rico conforme a 
las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y su 

dirección física está identificada como Oriental Center, 
Legal Department, 254 Muñoz Rivera Avenue, San 
Juan, Puerto Rico, 00918. 

3. El 30 de mayo de 2015, el Sr. Schnee otorgó una 
hipoteca a favor de Oriental Bank con el número treinta 

 
9 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, pág. 480. 
10 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 486-499. 
11 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 1-14. 
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y uno (31) ante el notario público autorizado Lcdo. Ángel 
A. Colón Vázquez.  

4. El 30 de mayo de 2015, el Sr. Schnee firmó el pagaré 
hipotecario, bajo el testimonio número 23,289 ante el 

notario Ángel A. Colón Vázquez y a favor de Oriental 
Bank.  
5. La mencionada escritura se identifica como préstamo 

hipotecario cuyo número asignado es 60064791. 
6. Previo al 1 de marzo de 2021, el pago mensual del 
préstamo hipotecario era de 1,267.00. 

7. El 29 de enero de 2021, Oriental Bank envió una 
carta a la dirección del Sr. Schnee. En esta, el banco le 

indicó al Sr. Schnee que el Centro de Recaudación de 
Ingresos Municipales, (en adelante, “CRIM”) creó un 
suplemento de ampliación en el que habría un aumento 

por el valor tasado de su propiedad efectivo el segundo 
semestre 2019- 2020 en adelante. 

8. El 29 de enero de 2021, Oriental Bank le envió al Sr. 
Schnee una carta con el título: “Annual Escrow Account 
Disclosure Statement”. En esta, el banco le notificó al 

Sr. Schnee que, por motivo de la deficiencia en su 
cuenta, su pago mensual aumentaría a $1,430.00 
efectivo el 1 de marzo de 2021. 

9. El préstamo hipotecario sufrió un aumento de 
$163.00, cambiando su mensualidad a 1,430.00. 

10.El aumento en el pago del préstamo hipotecario fue 
efectivo el 1 de marzo de 2021. 
11.El 9 de marzo de 2021, Oriental Bank le envió la 

libreta de pago al Sr. Schnee. 
12.El 25 de marzo de 2021, Oriental Bank le cursó una 
misiva al Sr. Schnee en la que le informó que no se 

había recibido el pago de su préstamo hipotecario y que 
se reflejaba un atraso en su cuenta. Especificó que la 

deuda era de $1,472.72 con veintitrés días vencidos. 
13.El 21 de abril de 2021, Transunion expidió un 
informe de crédito a solicitud del Sr. Schnee, en el que 

se refleja que, para el 31 de marzo de 2021, existía una 
mora de 30 días en la cuenta hipotecaria del Sr. Schnee 

con Oriental Bank por $1,472.00. Esta cantidad 
adeudada se debía a un pago programado por 1,430.00 
que se debió efectuar, según Transunion, en febrero de 

2021. 
14.El término que se estipula en el reglamento interno 
de Oriental Bank para reportar a las agencias de crédito 

los pagos morosos es de treinta (30) días. 
15. Una vez Oriental Bank envió la libreta de pago y el 

Sr. Schnee la recibió, el banco no tenía obligación de 
enviar estados de cuenta periódicos con el ajuste del 
nuevo pago mensual adeudado. 

 

No obstante, el TPI encontró que los siguientes hechos 

estaban en controversia: 

1. Si Oriental Bank cumplió o no con el término 
estipulado en su política interna de reportar a las 
agencias crediticias las incidencias en los pagos 

morosos en los préstamos hipotecarios al haber referido 
los pagos del Sr. Schnee a las agencias de crédito antes 

de transcurrir el término de treinta días.  
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2. Si al Oriental Bank cumplir o no con su política 
interna ocasionó algún daño en el crédito del Sr. 

Schnee, incluyendo cierres de cuentas de crédito y 
denegatorias de nuevas líneas de crédito.  

3. Si el Sr. Schnee incurrió en algún grado de 
negligencia al haber continuado pagando su préstamo 
hipotecario durante los meses posteriores a marzo de 

2021 por la mensualidad pautada luego de haber 
recibido libreta de pagos nueva, en la que se reflejaba el 
aumento del préstamo hipotecario.  

4. La valorización de los daños alegados. 
 

El 18 de mayo de 2024, el Sr. Schnee sometió una Moción de 

Reconsideración12 a los únicos efectos de que se reconsiderada el 

hecho incontrovertido número ocho (8) de la Resolución para 

establecer que el término para reportar a las agencias de crédito los 

pagos morosos era de (90) días, a la cual se opuso el Sr. Schnee el 4 

de junio de 2024.13 Luego de evaluada la posición de ambas partes, 

el 12 de junio del 2024, el TPI notificó una Orden del 11 de junio de 

2024 declarando No Ha Lugar la solicitud de reconsideración.14 

 Aún inconforme, Oriental acudió ante nos el 12 de julio de 

2024 mediante el recurso de certiorari en el caso KLCE202400777, 

y nos planteó la comisión de los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA EN SU ANÁLISIS DE LA MOCIÓN DE 
SENTENCIA SUMARIA POR INSUFICIENCIA DE LA 

PRUEBA, PUES AL DENEGARLA CATALOGÓ COMO 
HECHOS EN CONTROVERSIA ASUNTOS QUE SON 
PROPIAMENTE DE DERECHO. 

 
SEGUNDO ERRO: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL PASAR POR ALTO QUE EL FAIR CREDIT 
REPORTING ACT OF 1970 OCUPA EL CAMPO Y AL 

PROCEDER CON UN RECLAMO PARA EL CUAL NO 
PUEDE PROVEER EL REMEDIO SOLICITADO POR EL 
DEMANDANTE, SOMETIENDO ASÍ A LAS PARTES A 

LAS EXPENSAS DE UN PROCESO QUE PUEDE 
RESOLVERSE POR LA VÍA SUMARIA. 
 

 A su vez, en esa misma fecha, el Sr. Schenee presentó una 

Petición de certiorari en el caso KLCE202400779 en la que le imputó 

al TPI haber cometido el siguiente error: 

 
12 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 15-20. 
13 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, págs. 40-43. 
14 Apéndice del recurso de certiorari KLCE202400777, pág. 44. 
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PRIMER ERROR: ERRÓ Y ABUS[Ó] DE SU 
DISCRECI[Ó]N EL TPI AL DECLARAR “NO HA LUGAR” 

LA MOCIÓN DE RECONSIDERACIÓN PRESENTADA 
POR LA PARTE DEMANDANTE EL 18 DE MAYO DE 

2024, QUE “EL TÉRMINO QUE SE ESTIPULA EN EL 
REGLAMENTO INTERNO DE ORIENTAL BANK PARA 
REPORTAR A LAS AGENCIAS DE CRÉDITO LOS 

PAGOS DE DEUDORES MOROSOS ES DE TREINTA 
(30) DÍAS” CUANDO LO CIERTO ES QUE EL REFERIDO 
TÉRMINO QUE SE ESTIPULA EN EL REGLAMENTO 

INTERNO DE LA DEMANDADA ORIENTAL BANK ES DE 
NOVENTA (90) DÍAS, SEGÚN DESCRITO EN LA PARTE 

12, PÁGINA 13 DE DICHO REGLAMENTO.  
 

Luego de examinado ambos recursos, el 17 de julio de 2024, 

emitimos una Resolución donde ordenamos motu proprio la 

consolidación de los casos KLCE202400777 y KLCE202400779 

puesto que tratan de la misma reclamación, partes y dictamen. 

Además, le concedimos un término de quince (15) días a las partes 

para que presentaran su oposición. 

El 19 de julio de 2024, Oriental presentó una Moción de 

Desestimación a los efectos de que el recurso no se perfeccionó por 

no haberse notificado el mismo al TPI dentro de las setenta y dos 

horas (72) que establece la Regla 33(A) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones. De otra parte, el 29 de julio de 2024, el Sr. Schnee 

presentó una Oposición a Moción de Desestimación en donde 

acreditó no haber podido notificar el recurso al TPI por motivos de 

enfermedad. Además, el 30 de julio de 2024, el Sr. Schnee presentó 

una Solicitud de Orden Paralización de Procedimientos en el Tribunal 

de Primera Instancia toda vez que el juicio en su fondo estaba 

pautado para el 20 de agosto de 2024 y nuestra determinación podía 

incidir en el resultado del caso ante el foro primario.  

El 6 de agosto de 2024, el Sr. Schnee presentó su Oposición a 

Recurso de Certiorari de la Parte Demandada-Recurrida Oriental 

Bank (“Oriental”) en el caso KLCE202400777. De igual modo, el 6 

de agosto de 2024, Oriental presentó su Moción en Cumplimiento de 

Orden y Reiterando Moción de Desestimación o, en la Alternativa, 

Oposición a la Expedición del Auto de Certiorari KLCE202400779. 
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Así, contando con la comparecencia de las partes en ambos casos, 

procedemos a resolver. 

-II- 

A. 

 El recurso de certiorari es “un vehículo procesal discrecional 

que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar las 

determinaciones de un foro inferior”. IG Builders et al. v. BBVAPR, 

185 DPR 307, 337-338 (2012). Véase, además, 800 Ponce de León 

v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). En el 

ámbito judicial, el concepto discreción “no significa poder para 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho.” IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338. La 

discreción, “es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera.” 

Torres González v. Zaragoza Meléndez, 2023 TSPR 46, 211 DPR ___ 

(2023); 800 Ponce de León v. AIG, supra, a la pág. 174. 

 En el caso particular del Tribunal de Apelaciones, la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita los 

asuntos interlocutorios que podemos revisar mediante un recurso 

de certiorari, bajo el entendimiento de que estos pueden esperar 

hasta la conclusión del caso para ser revisados en apelación. IG 

Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 337. Al respecto, la Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, dispone específicamente que el 

recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será́ expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 56 y 57, o de la denegatoria 

de una moción de carácter dispositivo. No obstante, y por excepción 

a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
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revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 

sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 

rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Íd. Al 

denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. Íd.  

 A su vez, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que el 

Tribunal de Apelaciones deberá tomar en consideración al 

determinar si procede la expedición de un recurso de certiorari o de 

una orden de mostrar causa. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.  
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia”. Regla 40 del 
Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

 

La precitada regla mandata que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las instancias enumeradas anteriormente es 

de aplicación a la petición de certiorari. De alguna estar presente, 

podemos ejercer nuestra discreción e intervenir con el dictamen 
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recurrido. Por el contrario, estaremos impedidos de expedir el auto, 

y por lo tanto deberá prevalecer la determinación del foro recurrido.  

Los criterios antes transcritos sirven de guía para poder determinar, 

de manera sabia y prudente, si procede o no intervenir en el caso en 

la etapa del procedimiento en que se encuentra el caso. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96-97 (2008). 

De ordinario, los tribunales apelativos no debemos intervenir 

con las decisiones discrecionales de un Tribunal de Primera 

Instancia a menos que se demuestre que dicho foro incurrió en un 

abuso de discreción, y que nuestra intervención evitaría un perjuicio 

sustancial. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 435 

(2013). En todo caso, el criterio rector al momento de evaluar si un 

tribunal ha abusado de su discreción es la razonabilidad de la 

determinación impugnada, y su fundamento en un sentido llano de 

justicia.  Id., págs. 434-435. 

B. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal que confiere 

al juzgador discreción para dictar sentencia sin necesidad de 

celebrar vista evidenciaria. Véase, Reyes Sorto et al. v. CIAPR, 212 

DPR 109 (2023); Meléndez González et al v. M. Cuebas, 193 DPR 100 

(2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200 (2010). Este mecanismo está conformado 

por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, y la 

jurisprudencia interpretativa.  

Se ha señalado que el tribunal, en el ejercicio de su discreción, 

puede dictar una sentencia sumaria sobre la totalidad de una 

reclamación o sobre cualquier controversia comprendida en ella, 

cuando de los documentos admisibles en evidencia que se 

acompañan con la solicitud o que obran en el expediente del tribunal 

surge que no existe una legítima controversia de hechos que tenga 

que ser dirimida en vista evidenciaria y que solo resta aplicar el 
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derecho. Íd.; Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra. La sentencia 

sumaria solo debe dictarse cuando el promovente ha establecido su 

derecho con claridad y ha quedado demostrado que la otra parte no 

tiene derecho a recobrar bajo cualquier circunstancia que resulte 

discernible de la prueba. Ramos Pérez v. Univisión, supra.  

Las Reglas 36.1 y 36.2 de Procedimiento Civil, supra, permiten 

tanto a la parte demandante como a la demandada en un pleito 

presentar una moción para que se dicte sentencia sumaria a su 

favor. En lo pertinente, la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone lo siguiente: 

Una parte contra la cual se haya formulado una 
reclamación podrá, a partir de la fecha en que fue 

emplazada pero no más tarde de los treinta (30) días 
siguientes a la fecha límite establecida por el tribunal 

para concluir el descubrimiento de prueba, presentar 
una moción fundada en declaraciones juradas o en 
aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y 
pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 
sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 

parte de la reclamación.  
 

El término dispuesto en la Regla 36.2 de Procedimiento Civil, 

supra, fue establecido a los fines de no desvirtuar el propósito de la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, de aligerar la tramitación de 

los casos y facilitar la solución justa, rápida y económica de los 

litigios civiles que no presentan controversias genuinas sobre 

hechos materiales. De modo que recae en la sana discreción del foro 

primario aceptar y evaluar en los méritos una moción de sentencia 

sumaria siempre que entienda que se cumpla con el antes dicho 

propósito. 

Por otra parte, se ha reconocido que la demandada en un 

pleito puede también presentar una moción para que se dicte 

sentencia sumaria a su favor fundamentando su solicitud en que la 

parte demandante no cuenta con evidencia suficiente para probar 

su caso. Rodríguez Méndez et al. v. Laser Eye, 195 DPR 769, 786 

(2016); Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 446-447. Para que el 
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tribunal pueda dictar sentencia sumaria por insuficiencia de la 

prueba, la parte promovente tendrá que establecer lo siguiente: (1) 

que no es necesario celebrar una vista evidenciaria; (2) que el 

demandante promovido no cuenta con evidencia suficiente para 

probar algún hecho esencial; y (3) que, como cuestión de derecho, 

procede la desestimación de la reclamación. Íd.  

En todo caso, para evaluar adecuadamente una solicitud de 

sentencia sumaria en la modalidad de insuficiencia de la prueba, 

resulta indispensable que se le haya brindado al promovido una 

amplia oportunidad de realizar un descubrimiento de prueba 

adecuado. De hecho, como parte de su carga inicial de la prueba, el 

promovente de una moción de sentencia sumaria por insuficiencia 

de la prueba tiene que probar afirmativamente, que se ha llevado a 

cabo un descubrimiento de prueba completo, adecuado y apropiado, 

o sea que ha explorado concienzudamente la posibilidad de 

evidencia admisible. Íd.; Medina v. M.S. & D. Química P.R., Inc., 135 

DPR 716 (1994). 

Es importante puntualizar que, al momento de atender una 

solicitud de revisión de sentencia sumaria, los foros apelativos 

estamos llamados a “examinar el expediente de novo y verificar que 

las partes cumplieron con las exigencias” pautadas en las Reglas de 

Procedimiento Civil. Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., 208 DPR 

310, 338 (2021), que cita a Rivera Matos et al. v. Triple-S et al., 204 

DPR 1010, 1025 (2020). En ese proceder, y de encontrar que los 

hechos materiales realmente están incontrovertidos, nos 

corresponde entonces revisar si el foro primario aplicó 

correctamente el Derecho. Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., 

supra; González Santiago v. Baxter Healthcare, 202 DPR 281, 291 

(2019). 

 Asimismo, nuestro alto foro ha señalado que utilizar que no 

es aconsejable utilizar el mecanismo de sentencia sumaria cuando 
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existe una controversia respecto a elementos subjetivos, de 

intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el factor de 

credibilidad es esencial y esté en disputa. Velázquez Ortiz v. Mun. De 

Humacao, 197 DPR 656 663 (2017). Además, tampoco es 

recomendable resolver casos por la vía sumaria cunado estén 

envueltas cuestiones de interés público. Jusino et als. v. Walgreens, 

155 DPR 560 (2001). 

C. 

 Es una regla fundamental que, cuando una ley estatal entra 

en conflicto con una ley federal, la federal prevalece sobre la estatal. 

Esta regla surge de la Cláusula de Supremacía de la Constitución 

de los Estados Unidos y se conoce como la doctrina de 

desplazamiento o campo ocupado (“preemption”). Íd.; Art. VI, Sec. 2, 

Const. EE. UU., LPRA, Tomo 1. De este modo, la referida regla le 

concede jurisdicción exclusiva al Gobierno federal en ciertos 

asuntos, aunque anteriormente estos hayan sido comúnmente 

percibidos como de índole estatal. MCS Advantage v. Fossas Blanco 

et al., 211 DPR 135 (2023). 

 El campo ocupado puede surgir de forma expresa por el 

Congreso, es decir, con la clara intención de privar mediante la ley 

la jurisdicción a los tribunales estatales, o con la reglamentación 

abarcadora de un área específica que no cabe duda de que la 

intención federal fue reglamentar la totalidad del área. Lilly del 

Caribe v. Mun. de Carolina, 210 DPR 306 (2022). El propósito de 

esta doctrina es regular aquellas áreas “en las cuales el interés o 

propósito federal es tan dominante que no debe existir 

reglamentación estatal” o en circunstancias en las que “[la 

reglamentación estatal en determinada área] podría producir un 

resultado incompatible con los objetivos [del gobierno federal]”. 

(Negrilla y subrayado suprimidos). Íd., pág. 319; MCS Advantage, v. 

Fossas Blanco et al., supra. Por tanto, en estos casos cualquier 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2056792213&pubNum=0002995&originatingDoc=Iaf31274173bd11ee95c5d81a4cb91b8c&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=55240b34b822445781f252559227a67b&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2056792213&pubNum=0002995&originatingDoc=Iaf31274173bd11ee95c5d81a4cb91b8c&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=55240b34b822445781f252559227a67b&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2056792213&pubNum=0002995&originatingDoc=Iaf31274173bd11ee95c5d81a4cb91b8c&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=55240b34b822445781f252559227a67b&contextData=(sc.Search)
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legislación estatal que contravenga la federal es nula. Mun. de 

Peñuelas v. Ecosystems, Inc., 197 DPR 5, 15 (2016). 

D. 

La Ley de Agencia de Informes de Crédito, Ley Núm. 364 de 2 

de septiembre de 2000, según enmendada, 7 LPRA Sec.2031 et seq., 

(Ley Núm. 364) se adoptó en Puerto Rico para proveer a los 

consumidores un recurso administrativo para resolver sus disputas 

relativas a su historial de crédito y adoptar la política federal 

contenida y expresada en el Fair Credit Reporting Act of 1970, 15 

USC sec. 1681 et seq. (FCRA). En específico, el Artículo 11 de la Ley 

Núm. 364, establece que un consumidor puede impugnar la 

información crediticia ante las agencias concernidas y presentar a 

su vez una reclamación judicial ante un tribunal con competencia. 

7 LPRA sec. 2039. 

Por su parte, el FCRA, supra, es una pieza legislativa que 

reglamenta la actividad de las agencias de información de crédito 

(“consumer reporting agency”), los proveedores de información 

(“furnishers of information”) y usuarios de informes del consumidor 

(“users of consumer reports”). La reglamentación de proveedores de 

crédito responde a enmiendas incorporadas por el Congreso en el 

año 1996 y que advinieron a ser efectivas el 30 de septiembre de 

1997.  

A tenor con las disposiciones del FCRA, los proveedores de 

información de crédito, como lo pueden ser los bancos, tienen el 

deber de reportar información correcta e investigar y responder a 

disputas de los consumidores relacionados con la información 

reportada. Véase Vázquez García v. Trans Union de Puerto Rico, 222 

F.Supp.2d 150 (2002); González Bencon v. Doral Bank, 759 

F.Supp.2d 229 (2010).  

La sección 1681s–2(a)(1)(A) de la FCRA establece que los 

proveedores de información “shall not furnish any information 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2002601697&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2002601697&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2002601697&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2024292797&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2024292797&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2024292797&pubNum=0004637&originatingDoc=I7a927652560211e5a807ad48145ed9f1&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=b90a4cb545894a929a23750d8f17863b&contextData=(sc.Folder*cid.edcc5523d11f4186a315cad675be0a42*oc.Search)
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relating to a consumer to any consumer reporting agency if the 

person knows or has reasonable cause to believe that the 

information is inaccurate”. 15 USCA sec. 1681s-2. Además, la 

subsección (a)(1)(B) prohíbe proporcionar información relacionada 

con un consumidor a cualquier agencia de crédito si (i) el 

consumidor ha notificado al proveedor de crédito, en la dirección 

especificada por la persona para dichos avisos, que la información 

es inexacta; y (ii) la información es, de hecho, inexacta. 15 USCA 

sec. 1681s-2. Así pues, los proveedores de información tienen la 

obligación de reportar información correcta, responder e investigar 

las diputas de los consumidores. Bencon v. Doral Bank, 759 F. Supp, 

supra. 

Por su parte, la sección 1681n y 1681o de la FCRA proveen 

para una acción privada para el consumidor contra “any person”, 

incluidos los proveedores de información, por cualquier 

incumplimiento intencional o negligente de la ley. Vazquez–Garcia, 

supra. Asimismo, según la sección 1681h(e) quedan excluidos de 

esta causa de acción: 

… any action or proceeding in the nature of defamation, 
invasion of privacy, or negligence with respect to the 

reporting of information against any consumer 
reporting agency, any user of information, or any person 

who furnishes information to a consumer reporting 
agency, based on information disclosed pursuant 
to section 1681g, 1681h, or 1681m of this title, or 

based on information disclosed by a user of a consumer 
report to or for a consumer against whom the user has 

taken adverse action, based in whole or in part on the 
report except as to false information furnished with 
malice or willful intent to injure such consumer. 15 

USCA sec. 1681h. 
 

Además, la sección 1681t(b)(1)(F) de la FCRA señala que: “[n]o 

requirement or prohibition may be imposed under the laws of any 

State ... with respect to any subject matter regulated under ... 

section 1681s–2 of this title, relating to the responsibilities of 

persons who furnish information to consumer reporting 

agencies”. (Énfasis nuestro). 15 USCA sec. 1681t. Asimismo, la 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1000546&cite=15USCAS1681G&originatingDoc=NB96E34E2AFF711D8803AE0632FEDDFBF&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=5d76b31329df42f8982f0af0ac3e688c&contextData=(sc.DocLink)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1000546&cite=15USCAS1681M&originatingDoc=NB96E34E2AFF711D8803AE0632FEDDFBF&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&ppcid=5d76b31329df42f8982f0af0ac3e688c&contextData=(sc.DocLink)
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FCRA ocupa el campo “except to the extent that those laws are 

inconsistent with any provision of this subchapter, and then 

only to the extent of the inconsistency.” (Énfasis nuestro).15 

USCA sec. 1681t(a). 

Según lo anterior, el estatuto federal les concede una 

inmunidad cualificada a los proveedores de información (“furnishers 

of information”) contra acciones torticeras de origen estatal 

fundamentadas exclusivamente en el suministro de información 

crediticia a agencias de informes de crédito. Sin embargo, la 

legislación solo ocupa el campo en todo aquello que sea 

inconsistente con la regulación federal.  

E. 

 El Artículo 1536 del Código Civil de Puerto Rico de 2020, 31 

LPRA sec. 10801, dispone que “[l]a persona que por culpa o 

negligencia causa daño a otra, viene obligada a repararlo.” Este tipo 

de acción, denominada ex delicto, consigna el resarcimiento de los 

daños ocurridos como consecuencia del quebrantamiento del 

principio general de convivencia social que supone no causar daño 

a los demás. La responsabilidad a tenor del Artículo 1536 del 

Código Civil de Puerto Rico de 2020, supra, surge como resultado 

del daño sin que haya mediado relación jurídica previa.  

 Para que prospere una reclamación por daños y perjuicios, al 

amparo del referido precepto legal, se requiere la concurrencia de 

tres elementos, los cuales tienen que ser probados por la parte 

demandante: (1) el acto u omisión culposa o negligente; (2) la 

relación causal entre el acto u omisión culposa o negligente y el daño 

ocasionado; y (3) el daño real causado al reclamante. Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 DPR 820 (2010).   

En cuanto al acto u omisión culposa o negligente, este es 

tan amplio y abarcador como suele ser la conducta humana. 

López v. Porrata Doria, 169 D.P.R. 135, 150 (2006). “[L]a culpa 
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incluye todo tipo de transgresión humana, tanto en el orden legal 

como en el orden moral.” Nieves Diaz v. González Massas, supra, 

págs. 843–844.  

Nuestro Tribunal Supremo ha señalado que la culpa o 

negligencia es la falta del debido cuidado, es decir, el no anticipar y 

prever las consecuencias racionales de un acto, o de la omisión de 

un acto, que una persona prudente habría de prever. Valle v. E.L.A., 

157 DPR 1, 18 (2002). Asimismo, un elemento esencial de la 

responsabilidad civil extracontractual es el factor de la 

previsibilidad. Pons v. Engebretson, 160 DPR 347, 355 (2003). 

Además, dicho elemento de previsibilidad está atado al requisito de 

nexo causal. Rivera v. S.L.G. Diaz, 165 DPR 408, 422 (2005).  

En Puerto Rio rige la doctrina de la causalidad adecuada para 

determinar si existe algún tipo de relación entre el daño causado y 

el acto culposo o negligente. Íd. “[S]e considera causa aquella 

condición que ordinariamente produciría el daño según la 

experiencia general, cuando ese daño aparece como consecuencia 

razonable y ordinaria del acto.” Íd., pág. 422. 

F. 

En nuestro ordenamiento jurídico es norma asentada que los 

derechos y las obligaciones adjudicados mediante un dictamen 

judicial, que adviene final y firme, constituyen ley del caso. Cacho 

Pérez v. Hatton Gotay y otros, 195 DPR 1, 8 (2016); Félix v. Las 

Haciendas, 165 DPR 832, 843 (2005); Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 606 (2000); Sánchez Rodríguez v. López 

Jiménez, 118 DPR 701, 704 (1987). Por consiguiente, “de ordinario, 

las controversias adjudicadas por el foro primario o por un tribunal 

apelativo no pueden rexaminarse”. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y 

otros, supra, pág. 9; Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., supra, pág. 

607. Tales determinaciones, como regla general, obligan tanto al 

tribunal de instancia como al que las dictó, si el caso vuelve ante su 
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consideración. Félix v. Las Haciendas, supra, pág. 843. Al fin y al 

cabo, la doctrina de la ley del caso “es una manifestación necesaria 

y conveniente del principio reconocido de que las adjudicaciones 

deben tener fin”. Srio. del Trabajo v. Tribunal Superior, 95 DPR 136, 

141 (1967). 

En específico, las determinaciones judiciales que constituyen 

la ley del caso incluyen todas aquellas cuestiones finales 

consideradas y decididas por el tribunal. Félix v. Las Haciendas, 

supra, pág. 843. Esas determinaciones, como regla general, obligan 

tanto al tribunal de instancia como al que las dictó, si el caso vuelve 

ante su consideración. Íd. Así, hemos expresado que la doctrina solo 

puede invocarse cuando exista una decisión final de la controversia 

en sus méritos. Íd.  

Ahora bien, esta doctrina no es un mandato inflexible, sino 

que recoge la costumbre deseable de que las controversias 

adjudicadas por un tribunal sean respetadas, Mgmt. Adm. Servs. 

Corp. v. ELA, supra, pág. 607. En situaciones excepcionales, si el 

caso vuelve ante la consideración del tribunal y este entiende que 

sus determinaciones previas son erróneas y pueden causar una 

grave injusticia, ese foro puede aplicar una norma de derecho 

distinta. [citas omitidas]. En Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 

DPR 749, 755 (1992), este Tribunal sostuvo, haciendo referencia a 

lo resuelto en Torres Cruz v. Municipio de San Juan, 103 DPR 217, 

222 (1975), que un segundo juez de un foro primario podía cambiar 

la determinación de un primer juez en el mismo caso si esta produce 

resultados claramente injustos.  

    Al fin y al cabo, la “doctrina de la ‘ley del caso’ es una 

manifestación necesaria y conveniente del principio reconocido de 

que las adjudicaciones deben tener fin”. Srio. del Trabajo v. Tribunal 

Superior, 95 DPR  141 (1967). En vista de la anterior pauta jurídica, 

hemos colegido que solo cuando se presenta un atentado contra los 



 
 

 
KLCE202400777 consolidado KLCE202400779 

 

22 

principios básicos de la justicia, es que los tribunales pueden 

descartar la aplicabilidad de la doctrina de la “ley del caso”. Noriega 

v. Gobernador, 130 DPR 919, 931 (1992). Véase, también, Don 

Quixote Hotel v. Tribunal Superior, 100 DPR 19, 30 (1971). Íd., a las 

págs. 8-10.  

-III- 

A la luz de la normativa antes expuesta, procedemos a evaluar 

los errores señalados en los recursos ante nuestra consideración. 

KLCE202400777 

Oriental plantea en su recurso de certiorari que el TPI incidió 

al denegar la sentencia sumaria al catalogar como hechos en 

controversia asuntos que son propiamente de derecho, pues según 

esta, el TPI pasó por alto que el Fair Credit Reporting Act of 1970, 

supra, ocupa el campo para casos como el que tenemos ante nuestra 

consideración.  

Según lo discutido previamente, procede dictar sentencia 

sumaria cuando no existe una legítima controversia de hechos que 

tenga que ser dirimida en vista evidenciaria y que solo resta aplicar 

el derecho. Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra. Es decir, 

cuando el promovente ha establecido su derecho con claridad y ha 

quedado demostrado que la otra parte no tiene derecho a recobrar 

bajo cualquier circunstancia que resulte discernible de la prueba. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra.  Además, no es aconsejable utilizar 

el mecanismo de sentencia sumaria cuando existe una controversia 

respecto a elementos subjetivos, de intención, propósitos mentales 

o negligencia, o cuando el factor de credibilidad es esencial y esté en 

disputa. Velázquez Ortiz v. Mun. De Humacao, supra. 

Luego de evaluado el recurso de certiorari y según los criterios 

de la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, supra, determinamos 

que no procede su expedición. Además, concluimos que el foro 

primario no ha actuado de forma arbitraria, cometido un abuso de 
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discreción o un error de derecho, o incidido de forma similar, por lo 

que denegamos intervenir en este caso.  

KLCE202400779 

Por su parte, el Sr. Schnee plantea en su recurso de certiorari 

que erró el TPI al determinar que el término estipulado en el 

Reglamento Interno de Oriental para reportar a las agencias de 

crédito los pagos morosos es de treinta (30) días y no de noventa (90) 

según establece dicho Reglamento.  

Evaluado el presente recurso de Certiorari a la luz de los 

criterios de la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, supra, 

determinamos que no procede su expedición. Igualmente, 

concluimos que el foro primario no ha actuado de forma arbitraria, 

cometido un abuso de discreción o un error de derecho, o incidido 

de forma similar, por lo que denegamos intervenir en este caso.  

Como bien señalamos, un dictamen judicial constituye la ley 

del caso cuando este que adviene final y firme. Cacho Pérez v. 

Hatton Gotay y otros, supra. Es posible variar una determinación del 

caso que advino final y firme cuando se producen resultados 

claramente injustos. Torres Cruz v. Municipio de San Juan, supra. 

Se desprende del expediente del caso de epígrafe que de la 

Resolución emitida por el TPI el 12 de julio de 2023 advino final y 

firme. En dicho, el TPI determinó que era un hecho incontrovertido 

que el término estipulado en el Reglamento de Oriental para reportar 

a las agencias de crédito los pagos morosos es de treinta (30) días. 

El Sr. Schnee no ha puesto a este Tribunal en posición de establecer 

que dicha determinación producirá un resultado injusto.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari de los casos KLCE202400777 y 

KLCE202400779. Además, declaramos No Ha Lugar la Moción de 

Desestimación presentada por Oriental en el caso KLCE202400779. 
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Por otro lado, en cuando a la Solicitud de Orden de Paralización de 

Procedimientos en el Tribunal de Primera Instancia declaramos No Ha 

Lugar la misma.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


